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  N/EXP. : 3655 /2024 

Notificación de Acuerdo  

ASUNTO: APROBACIÓN CONVENIO DE COLABORACIÓN 
ENTRE LA EXCMA. DIPUTACIÓN P`ROVINCIAL DE ZAMORA Y 
EL OBISPADO DE ZAMORA PARA LA CONSERVACIÓN Y 
REPARACIÓN DE IGLESIAS Y ERMITAS DE LA PROVINCIA DE 
ZAMORA DE 2024-2025 

 

Por la presente, le notifico que la Junta de Gobierno de la Excma. Diputación 
Provincial, en sesión ordinaria, celebrada el día 8 de mayo de 2024, adoptó el 
siguiente acuerdo: 

Expediente 3655/2024. Aprobar, si procede, el Convenio de Colaboración 
entre la Diputación Provincial de Zamora y el Obispado de Zamora para la 
Restauración de Bienes Inmuebles. 

Visto el procedimiento instruido bajo el número 3655/2024 relativo al Convenio de 
Colaboración entre la Diputación Provincial de Zamora y el Obispado de Zamora 
para la Restauración de Bienes Inmuebles, se han apreciado los siguientes 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

1º.- Con fecha de 6 de abril de 2024, el diputado de cultura, turismo, emigración y 
patrimonio incoa el procedimiento para la aprobación del Convenio de Colaboración 
entre la Diputación Provincial de Zamora y el Obispado de Zamora para la 
Reparación, Restauración y Mantenimiento de Bienes Inmuebles.  

Se adjunta a la orden de incoación del susodicho procedimiento el texto del referido 
Convenio. 

 

2º.- Figuran documentos contables por importes de 150.000 euros con cargo a los 
ejercicios presupuestarios 2024-2025. 

 

3º.- Mediante memoria del diputado responsable de la materia, fechada el 8 de 
febrero de 2023, se analiza se analiza la necesidad y oportunidad del Convenio, su 
impacto económico, el carácter no contractual de la actividad en cuestión, así como 
el cumplimiento de lo previsto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público. 

 

4º.- Consta informe de la jefa del Servicio de Cultura y Deportes de 9 de abril del 
actual. 

 

5º.- Con fecha 10 de abril de 2024, emite informe el secretario general de la 
Diputación Provincial de Zamora. en el que concluye: 

“Primera.- Procede la aprobación del Convenio de Colaboración entre la 
Diputación Provincial de Zamora y el Obispado de Zamora para la Reparación, 
Restauración y Mantenimiento de Bienes Inmuebles con sujeción a las 
consideraciones efectuadas en el actual asesoramiento. 
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Segunda.- A mayor abundamiento de lo concluido en el apartado precedente y 
con el objeto de completar la justificación del uso del procedimiento de 
concesión directa, se recomienda garantizar el principio constitucional de 
igualdad respecto de aquellas otras entidades que desempeñen actividades 
con iguales o similares características a las que son objeto de subvención por 
medio del presente Convenio, mediante la aplicación de pautas objetivas, 
razonables y proporcionadas”. 

 

6º.- Posteriormente, se emite informe de fiscalización nº 2024-0534, de fecha 19 de 
abril de 2024, por la Sra Interventora de la Diputación de Zamora. 

 

Sobre los referidos antecedentes han de considerarse las siguientes 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

I. El apartado 1 del artículo 2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones entiende por subvención, a los efectos de esta Ley, toda disposición 
dineraria realizada por cualesquiera de los sujetos contemplados en el artículo 3 de 
esta Ley (entre los que se incluyen, las entidades que integran la Administración 
local), a favor de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes 
requisitos: 

a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los 
beneficiarios. 

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la 
ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un 
comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de 
una situación, debiendo el beneficiario cumplir las obligaciones materiales y 
formales que se hubieran establecido. 

c) Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por 
objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o de 
promoción de una finalidad pública. 

Precisa la disposición adicional quinta del mismo cuerpo normativo que también se 
aplicará la normativa de subvenciones cuando la ayuda consista en la entrega de 
bienes, derechos o servicios cuya adquisición se realice con la finalidad exclusiva 
de entregarlos a un tercero. En todo caso, la adquisición se someterá a la normativa 
sobre contratación de las Administraciones públicas. 

Consecuentemente, el supuesto que ahora se analiza encaja en el concepto de 
subvención. 

 

II. El artículo 8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, dispone, en su apartado 1, 
que los órganos de las Administraciones públicas o cualesquiera entes que 
propongan el establecimiento de subvenciones, con carácter previo, deberán 
concretar en un plan estratégico de subvenciones los objetivos y efectos que se 
pretenden con su aplicación, el plazo necesario para su consecución, los costes C
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previsibles y sus fuentes de financiación, supeditándose en todo caso al 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria. 

Continúa ese precepto en su apartado 2 señalando que, cuando los objetivos que 
se pretenden conseguir afecten al mercado, su orientación debe dirigirse a corregir 
fallos claramente identificados y sus efectos deben ser mínimamente 
distorsionadores. 

Y finaliza el susodicho artículo apuntando que la gestión de las subvenciones se 
realizará de acuerdo con los siguientes principios: 

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no 
discriminación. 

b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración 
otorgante. 

c) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 

Por su parte, los artículos 10 y siguientes del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, 
por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones desarrolla el citado artículo 8, en particular en lo que se 
refiere a los planes estratégicos. Así, entre otras previsiones, se disponen las 
siguientes: 

a) Los planes estratégicos de subvenciones se configuran como un 
instrumento de planificación de las políticas públicas que tengan por objeto el 
fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de 
una finalidad pública. 

b) Los planes estratégicos podrán tener un ámbito general (para la 
Administración Pública en cuestión y sus organismos y entes vinculados) o 
especial (de ámbito inferior) cuando su importancia justifique su desarrollo 
particularizado. 

c) Los planes estratégicos contendrán previsiones para un periodo de 
vigencia de tres años, salvo que, por la especial naturaleza del sector 
afectado, sea conveniente establecer un plan estratégico de duración 
diferente. 

d) Los planes estratégicos tendrán el siguiente contenido: 

1º. Objetivos estratégicos, que describen el efecto e impacto que se 
espera lograr con la acción institucional durante el periodo de vigencia 
del plan y que han de estar vinculados con los objetivos establecidos en 
los correspondientes programas presupuestarios. Cuando los objetivos 
estratégicos afecten al mercado, se deberán identificar además los fallos 
que se aspira a corregir, con los efectos previstos en el apartado 2 del 
artículo 8 de la Ley General de Subvenciones. 

2º. Líneas de subvención en las que se concreta el plan de actuación. 
Para cada línea de subvención deberán explicitarse los siguientes 
aspectos: 

i. Áreas de competencia afectadas y sectores hacia los que se 
dirigen las ayudas. 
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ii. Objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación. 

iii. Plazo necesario para su consecución. 

iv. Costes previsibles para su realización y fuentes de 
financiación, donde se detallarán las aportaciones de las distintas 
Administraciones Públicas, de la Unión Europea y de otros órganos 
públicos o privados que participen en estas acciones de fomento, 
así como aquellas que, teniendo en cuenta el principio de 
complementariedad, correspondan a los beneficiarios de las 
subvenciones. 

v. Plan de acción, en el que concretarán los mecanismos para 
poner en práctica las líneas de subvenciones identificadas en el 
Plan, se delimitarán las líneas básicas que deben contener las 
bases reguladoras de la concesión a que se hace referencia en el 
artículo 9 de la Ley General de Subvenciones, el calendario de 
elaboración y, en su caso, los criterios de coordinación entre las 
distintas Administraciones Públicas para su gestión. 

3º. Régimen de seguimiento y evaluación continua aplicable a las 
diferentes líneas de subvenciones que se establezcan. A estos efectos, 
se deben determinar para cada línea de subvención, un conjunto de 
indicadores relacionados con los objetivos del Plan, que recogidos 
periódicamente por los responsables de su seguimiento, permitan 
conocer el estado de la situación y los progresos conseguidos en el 
cumplimiento de los respectivos objetivos. 

4º. Resultados de la evaluación de los planes estratégicos anteriores en 
los que se trasladará el contenido de los informes emitidos. 

e) El contenido del plan estratégico podrá reducirse a la elaboración de una 
memoria explicativa de los objetivos, los costes de realización y sus 
fuentes de financiación en los siguientes casos: 

1º. Las subvenciones que se concedan de forma directa, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 22.2 de la Ley General de Subvenciones. 

2º. Las subvenciones que, de manera motivada, se determinen por 
parte del titular del Departamento ministerial, en atención a su escasa 
relevancia económica o social como instrumento de intervención pública. 

f) Los planes estratégicos de subvenciones tienen carácter programático y 
su contenido no crea derechos ni obligaciones; su efectividad quedará 
condicionada a la puesta en práctica de las diferentes líneas de subvención, 
atendiendo entre otros condicionantes a las disponibilidades presupuestarias 
de cada ejercicio. 

g) Anualmente se realizará la actualización de los planes de acuerdo con la 
información relevante disponible. 

h) La Intervención realizará el control financiero de los planes estratégicos. 

i) Si como resultado de los informes de seguimiento y de los informes 
emitidos por la Intervención, existen líneas de subvenciones que no alcanzan 
el nivel de consecución de objetivos deseado, o el que resulta adecuado al C
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nivel de recursos invertidos, podrán ser modificadas o sustituidas por otras 
más eficaces y eficientes o, en su caso, podrán ser eliminadas. 

En el caso que nos ocupa, la Diputación Provincial de Zamora aprobó su plan 
estratégico de subvenciones para el ejercicio 2024 en sesión del Pleno de 2 de 
febrero de 2024 y publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Zamora nº 17, 
de 9 de febrero de 2024. 

 

III. Los artículos 22.1 y 55.1 pertenecientes, respectivamente, a la Ley General de 
Subvenciones y al Reglamento de la susodicha Ley disponen que el procedimiento 
ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia 
competitiva. 

No obstante, el apartado 2 de ese mismo artículo 22 señala que podrán concederse 
de forma directa las siguientes subvenciones: 

a) Las previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del 
Estado, de las comunidades autónomas o de las entidades locales, en los 
términos recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas 
subvenciones. 

A efectos de lo establecido en el párrafo anterior, se entiende por subvención 
prevista nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado aquella 
en que al menos su dotación presupuestaria y beneficiario aparezcan 
determinados en los estados de gasto del Presupuesto. El objeto de estas 
subvenciones deberá quedar determinado expresamente en el 
correspondiente convenio de colaboración o resolución de concesión que, en 
todo caso, deberá ser congruente con la clasificación funcional y económica 
del correspondiente crédito presupuestario. 

b) Aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la 
Administración por una norma de rango legal, que seguirán el procedimiento 
de concesión que les resulte de aplicación de acuerdo con su propia 
normativa. 

c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se 
acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras 
debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública. 

Ahora bien, conviene efectuar algunas consideraciones sobre la concesión directa 
de subvenciones, toda vez que, como acabamos de exponer, suponen una 
excepción a la regla general de concesión en régimen de concurrencia competitiva. 
Con tal objeto tomaremos como referencia las argumentaciones expuestas por 
Herrero González («Las subvenciones nominativas» El Consultor de los 
Ayuntamientos, nº I, Sección A Fondo, marzo 2019, página 47, La Ley). 
Argumentaciones que nos sirven como reiteración de las apreciaciones que, con 
motivo del Plan Estratégico de Subvenciones del ejercicio 2024 (expediente nº 
11892/2023), esta Secretaría General expuso en su informe 2024-0008, de 18 de 
enero de 2024, tanto respecto de las deficiencias del régimen de seguimiento y 
evaluación continua de las subvenciones como del uso excesivo del procedimiento 
de concesión directa (en particular, de carácter nominativo). 
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En los últimos tiempos asistimos a un cierre de la huida del derecho administrativo 
cada vez más inclemente en lo que se refiere a la contratación pública con el ánimo 
de preservar los principios básicos de la Unión Europea. Junto a los principios 
generales de contratación que ya figuraban en las anteriores Directivas, como son 
los de igualdad de trato, no discriminación y transparencia (artículo 2 Directiva 
2004/18/CE y artículo 10 Directiva 2004/17/CE), se consagra ahora el principio de 
proporcionalidad en las tres Directivas (artículo 3.1 Directiva 2014/23/UE, artículo 
18.1 DN y artículo 36.1 Directiva 2014/25/UE). El principio de proporcionalidad, que 
forma parte de los principios generales del Derecho comunitario, exige que los 
medios que aplica una disposición comunitaria sean aptos para alcanzar el objetivo 
perseguido y no vayan más allá de lo que es necesario para alcanzarlo. En 
consonancia, nuestra legislación contractual se ha ido adaptando para trasponer las 
normas fijadas en las Directivas europeas. 

Sin embargo, en materia de subvenciones, no se ha producido, juicio de parte de la 
doctrina, una evolución tan completa, aunque el Derecho comunitario se ha ido 
imponiendo en nuestra legislación. Una gran cantidad del presupuesto público es 
destinado a conceder ayudas y por tanto el control sobre las mismas debe ser tan 
exhaustivo como sea posible. Si bien es cierto que la propia norma articula un 
sistema que evita acudir a procedimientos internos de revisión de oficio al facultar la 
posibilidad de obtener el reintegro en los supuestos del artículo 37 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, no sucede lo mismo con el 
control que debería establecerse en la norma nacional con referencia a la 
compatibilidad de las ayudas y el derecho de la competencia dejando para los 
competidores de los beneficiarios de subvenciones como única posibilidad la de 
acudir a la Unión Europea. 

Ya en 2005, la Comisión adoptó un programa de trabajo para la reforma de las 
ayudas estatales, el Plan de acción de ayudas estatales para mejorar la eficacia, la 
transparencia, la credibilidad y la previsibilidad del régimen de ayudas estatales 
establecido de conformidad con el Tratado de la CE. Ese Plan, de acuerdo con el 
principio de «menos ayudas estatales con unos objetivos mejor definidos», tenía 
como objetivo principal incitar a los Estados miembros a reducir sus niveles globales 
de ayuda, reorientando al mismo tiempo los recursos para ayudas estatales hacia 
objetivos horizontales de interés común. En este contexto, la Comisión ha reiterado 
su compromiso de aplicar un planteamiento estricto a las ayudas ilegales e 
incompatibles resaltando el Plan de acción de ayudas estatales la necesidad de 
centrar mejor la aplicación y el control de la ayuda estatal concedida por los Estados 
miembros. 

El artículo 107 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea establece que, 
salvo que los Tratados dispongan otra cosa, serán incompatibles con el mercado 
interior, en la medida en que afecten a los intercambios comerciales entre Estados 
miembros, las ayudas otorgadas por los Estados o mediante fondos estatales, bajo 
cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a 
determinadas empresas o producciones, siendo, sin embargo compatibles con el 
mercado interior, las ayudas de carácter social concedidas a los consumidores 
individuales, siempre que se otorguen sin discriminaciones basadas en el origen de 
los productos y las ayudas destinadas a reparar los perjuicios causados por 
desastres naturales o por otros acontecimientos de carácter excepcional. Pueden 
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considerarse sin embargo compatibles con el mercado interior las ayudas: 

a) Destinadas a favorecer el desarrollo económico de regiones en las que el 
nivel de vida sea anormalmente bajo o en las que exista una grave situación 
de subempleo, así como el de las regiones contempladas en el artículo 349, 
habida cuenta de su situación estructural, económica y social. 

b) Concedidas para fomentar la realización de un proyecto importante de 
interés común europeo o destinadas a poner remedio a una grave 
perturbación en la economía de un Estado miembro. 

c) Destinadas a facilitar el desarrollo de determinadas actividades o de 
determinadas regiones económicas, siempre que no alteren las condiciones de 
los intercambios en forma contraria al interés común. 

d) Propuestas para promover la cultura y la conservación del patrimonio, 
cuando no alteren las condiciones de los intercambios y de la competencia en 
la Unión en contra del interés común. 

e) Que determine el Consejo por decisión, tomada a propuesta de la 
Comisión. 

En este mismo sentido, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
manifiesta que, más allá de su impacto sobre la implantación del mercado interior 
comunitario, la concesión de ayudas públicas, cualquiera que sea la forma de 
aquéllas, constituye una forma de intervención en la economía que puede alterar el 
funcionamiento de los mercados. De hecho, en ocasiones esta actuación puede 
suponer perjuicios al juego competitivo que, lejos de favorecer el interés público, 
pueden ir en su contra. 

No cabe duda alguna acerca de la excepción a los principios de concurrencia, 
publicidad y objetividad que suponen las subvenciones en régimen de concesión 
directa. Son, en su mayoría, ayudas concedidas individualmente pero no son 
siempre otorgadas sin discriminación. En los diversos informes de fiscalización que 
han incluido dentro de su alcance las subvenciones concedidas directamente la 
incidencia más común es, precisamente, la falta de motivación que justifique que la 
concesión no vulnera el principio de igualdad recogido en el artículo 14 de nuestra 
Carta Magna. Si bien es cierto que el ejecutivo al elaborar los presupuestos puede 
decidir qué acciones decide fomentar, también lo es que la Administración Pública 
debe actuar con sometimiento pleno a la ley y al Derecho no favoreciendo a unos 
ciudadanos sobre otros sin razón aparente para ello. 

Al respecto, la jurisprudencia del Tribunal Supremo (Sentencia de 28 de mayo de 
1985) ha establecido que su aplicación no exige absoluta prohibición de un 
tratamiento diferente en función de las distintas circunstancias concurrentes en cada 
caso sino la interdicción de una discriminación entre personas, categorías o grupos 
que se encuentren en la misma situación, de tal manera que ante situaciones 
iguales deben darse tratamientos iguales. Por tanto, la discrecionalidad de la 
Administración para establecer, en función de las necesidades, las medidas que 
deben adoptarse para conceder subvenciones no le autoriza a establecer ayudas 
singulares o a dar prioridad a unos grupos frente a otros, sin una justificación 
objetiva y razonable. 

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen C
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Jurídico del Sector Público, «Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de 
sus respectivas competencias, establezcan medidas que limiten el ejercicio de 
derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el 
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir 
la medida menos restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés 
público así como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin 
que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias. Asimismo 
deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.» 

Es por ello que si una Administración considera imprescindible conceder una 
entrega dineraria a una persona física, organización o entidad de una manera 
directa, sin que se produzca por motivos excepcionales ni porque así lo ordene una 
norma de rango legal, su inclusión en los presupuestos de la entidad debería 
motivarse de manera que conste que es esa persona, asociación o entidad y no 
otra, la única que puede realizar ese comportamiento que se quiere fomentar por las 
razones que se estimen oportunas. En el caso de las entidades locales, tal 
motivación puede incluirse bien en la Memoria del Presupuesto bien en la Memoria 
de la Alcaldía o de la Presidencia, ya que para el gestor que debe tramitar la 
concesión asume esta como una obligación impuesta al incluirse en los 
presupuestos de la entidad local. 

Asimismo, la justificación no puede ser genérica ya que no es conforme son lo 
sentenciado por el Tribunal Constitucional (Sentencia 308/1994) donde en aras al 
cumplimiento del principio de igualdad señala que la justificación de las 
subvenciones nominativas ha de ser objetiva, razonable y proporcionada en 
cumplimiento del artículo 14 de la Constitución española. 

En este sentido la Sentencia de Tribunal Constitucional 158/1993 señala: «De 
conformidad con una reitera doctrina de este Tribunal, el principio constitucional de 
igualdad exige, en primer lugar, que las singularizaciones y diferenciaciones 
normativas responda a un fin constitucionalmente válido para la singularización 
misma; en segundo lugar, requiere que exista coherencia entre las medidas 
adoptadas y el fin perseguido y, especialmente que la delimitación concreta del 
grupo o categoría así diferenciada se articule en términos adecuados a dicha 
finalidad y, por fin que las medidas concretas o, mejor sus consecuencias jurídicas 
sean proporcionadas al referido fin. 

Pues bien, la justificación de la singularidad difícilmente podrá inferirse de la 
exposición de motivos de la ley ni de la rúbrica del crédito presupuestario, ya que ni 
en una ni en otra parece, por regla general, la menor referencia al criterio que el 
legislador (en este caso el Pleno que es el órgano que aprueba, a propuesta del 
alcalde, el presupuesto) pueda haber utilizado, por lo que para valorar si concurre 
dicha justificación habrá que recurrir aquellas otras normas de carácter sustantivo 
que vengan a integrar en este punto la Ley de Presupuestos». 

En la misma línea, el Tribunal de Cuentas ha señalado que «no puede considerarse 
ajustada al ordenamiento jurídico, sin un adecuado respaldo legal, la suscripción de 
convenios con particulares que impliquen la concesión de ayudas singulares o, en 
general, un trato privilegiado a determinadas entidades o ciudadanos» (Resolución 
de 18 de diciembre de 2012, aprobada por la Comisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas en relación con la Moción sobre la necesidad de 
establecer un adecuado Marco Legal para el empleo del Convenio de Colaboración C
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por las Administraciones Públicas).  

Por su parte, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Valenciana 179/2014, de 5 de marzo de 2014, recurso 241/2013 (confirmada por el 
Tribunal Supremo en Sentencia de 2 de marzo de 2016, recurso 2123/2014) afirma 
que «De la lectura de la Ley General de Subvenciones cabe destilar una conclusión 
taxativa, segura - por más que no exista un enunciado normativo concreto que así lo 
disponga -: para excepcionar el régimen ordinario en la concesión de subvenciones 
públicas es preciso que obre, en el procedimiento administrativo, una justificación 
precisa que cimiente y habilite esa excepción». Y, por ello, dicho Tribunal declara la 
invalidez de una subvención nominativa por considerar que la asignación de la 
misma se había hecho por mera liberalidad, sin un trato igualitario y de forma 
discriminada, puesto que la Administración en cuestión hizo un uso de una vía 
procedimental (la de asignación directa de las subvenciones) sin que constaran los 
específicos hechos determinantes y circunstancias jurídicas concretas que lo 
permitan. 

Asimismo, cabe recordar que el artículo 35.1. i) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas exige la 
motivación de los actos administrativos que se dicten en ejercicio de potestades 
discrecionales. Y, en materia de subvenciones, optar por el procedimiento –
excepcional- de concesión directa en vez de por el procedimiento –ordinario- de 
concurrencia competitiva es una discrecionalidad administrativa, en tanto en cuanto 
la Administración posee una libertad de elección entre alternativas igualmente justas 
o entre indiferentes jurídicos no incluidos en la ley y remitidos al juicio subjetivo de 
aquella. 

A mayor abundamiento, debe subrayarse que la importancia de la motivación se 
acrecienta cuando se emplean excepciones legales (como es el caso), entre otras 
cosas, porque las excepciones a la regla general deben ser objeto de interpretación 
restrictiva y aplicarse en sus términos exactos. Según el unánime criterio 
jurisprudencial (por todas, Sentencia del Tribunal Supremo 429/2018 de 19 de 
marzo de 2018, recurso 2070/2017), debe evitarse el riesgo de manejar nociones 
restringidas en la valoración de lo que es el mandato general de la ley y, por el 
contrario, esgrimir criterios extensivos a la hora de aplicar los que son excepciones 
legales, pues ello conduciría a que la excepción preponderaría sobre la regla 
general invalidándola u obstaculizando su aplicación. 

Y sobra advertir que la ausencia de motivación, generalmente, acarrea un vicio en 
el acto administrativo que podrá ser de anulabilidad o de nulidad de pleno derecho 
en función de las circunstancias concurrentes en el supuesto concreto (por todas, 
Sentencia del Tribunal Supremo 1573/2020, de 20 de noviembre de 2020, recurso 
7825/2019). 

En el supuesto ahora estudiado, la memoria justificativa suscrita por el diputado 
responsable de la materia aporta motivaciones suficientes para el otorgamiento 
directo de la subvención: «Con esta subvención nominativa se financia LA 
CONSERVACIÓN Y REPARACIÓN DE IGLESIAS DE LA PROVINCIA DE 
ZAMORA contribuyendo a la necesidad de conservación de las mismas, 
correspondientes a la Diócesis de Zamora.  

Esta subvención está justificada en la necesidad de conservar edificios del 
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patrimonio histórico de la provincia de Zamora, correspondientes a la Diócesis de 
Zamora que, sin estar calificados oficialmente como monumentos y, por lo tanto, sin 
gozar de la protección y beneficios que a tal condición reconoce la legislación 
vigente, constituyen, no obstante, una importante parcela del patrimonio 
arquitectónico provincial merecedora de ser mantenida en buen estado de 
conservación.  

Hasta el ejercicio 2009 se firmaba un Convenio de colaboración entre la Consejería 
de Fomento y esta Diputación con el Obispado para financiar las obras de 
reparación de iglesias. En la actualidad solo son subvencionadas por esta 
Diputación Provincial. Que esta Diputación Provincial, tiene interés en la 
conservación de edificios del patrimonio histórico de la provincia que no estando 
declarados bienes de interés cultural, forman parte del patrimonio arquitectónico 
provincial.  

Por último, estas actuaciones solo pueden llevarse a cabo por los Obispados 
titulares de los edificios; en la provincia de Zamora existen dos Diócesis, la de 
Zamora y la de Astorga».  

Por otra parte, como quiera que es factible que existan otras entidades que 
desempeñen actividades con iguales o similares características a las que son objeto 
de subvención por medio del presente Convenio, es imprescindible, en aras de 
garantizar el principio constitucional de igualdad, que esta Diputación actúe bajo 
axiomas objetivos, razonables y proporcionados a la hora de financiar las mismas. 

  

IV. El citado artículo 22.2 de la Ley 38/2003 indica que las subvenciones 
nominativas se concederán directamente en los términos recogidos en los 
convenios y en la normativa reguladora de las subvenciones. Añade el artículo 28.1 
de esa misma norma que los convenios serán el instrumento habitual para canalizar 
las subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del 
Estado, o en los de las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a este respecto 
establezca su normativa reguladora. 

Aunque sería suficiente con estas previsiones de la Ley General de Subvenciones 
para aseverar la competencia de la Diputación Provincial de Zamora para suscribir 
convenios con otras Administraciones o con entidades privadas en el campo de las 
subvenciones nominativas, hay que recordar que existen otras normas que habilitan 
el ejercicio de tal competencia. 

Así, los artículos 47 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, sobre los que más adelante volveremos, posibilitan la 
celebración de convenios de colaboración por parte de las Administraciones 
Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados y 
dependientes entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común. 

No obstante, el artículo 57 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local extiende tal facultad al terreno de la Administración Local al 
señalar que la cooperación económica, técnica y administrativa entre la 
Administración local y las Administraciones del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de interés común, se 
desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en 
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las Leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o convenios 
administrativos que suscriban. 

Por lo tanto, el convenio será el mecanismo usual para instrumentalizar la 
subvención nominativa en el supuesto ahora estudiado. 

 

V. El artículo 28.1 de la Ley General de Subvenciones señala que la resolución de 
concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen las 
subvenciones de concesión directa establecerán las condiciones y compromisos 
aplicables de conformidad con lo dispuesto en la misma Ley. 

Precisa al respecto el artículo 65.3 del Reglamento de la Ley 38/2003 que el 
procedimiento para la concesión de las subvenciones nominativas se iniciará de 
oficio por el centro gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención, 
o a instancia del interesado, y terminará con la resolución de concesión o el 
convenio, teniendo el acto de concesión o el convenio, en cualquiera de estos 
supuestos, el carácter de bases reguladoras de la concesión a los efectos de lo 
dispuesto en la Ley General de Subvenciones. 

Continua ese mismo precepto indicando que la resolución o, en su caso, el 
convenio deberá incluir los siguientes extremos: 

a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de 
acuerdo con la asignación presupuestaria.  

b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la 
subvención, individualizada, en su caso, para cada beneficiario si fuesen 
varios.  

c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales.  

d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos 
anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su 
caso, deberán aportar los beneficiarios.  

e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento 
de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los 
fondos percibidos. 

A la vista de la Ordenanza General de Subvenciones de la Diputación Provincial de 
Zamora (Boletín Oficial de la Provincia de Zamora nº 60, de 19 de mayo de 2004) y 
del propio contenido del convenio propuesto en el supuesto que ahora se analiza, 
podemos colegir que se cumplen los requisitos mencionados. 

 

VI. El apartado 1 del artículo 47 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público señala que son convenios los acuerdos con efectos 
jurídicos adoptados por las Administraciones Públicas, los organismos públicos y 
entidades de derecho público vinculados o dependientes o las Universidades 
públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común. 
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Añade ese mismo precepto que no tienen la consideración de convenios, los 
Protocolos Generales de Actuación o instrumentos similares que comporten meras 
declaraciones de intención de contenido general o que expresen la voluntad de las 
Administraciones y partes suscriptoras para actuar con un objetivo común, siempre 
que no supongan la formalización de compromisos jurídicos concretos y exigibles. 

Y remata el apartado 1 de ese artículo 47, en consonancia con el artículo 6 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, aclarando que los 
convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En tal 
caso, su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de 
contratos del sector público. 

En consecuencia, en el caso que nos ocupa nos situamos ante un convenio.  

 

VII. El referido artículo 47, en su apartado 2, establece que los convenios que 
suscriban las Administraciones Públicas, los organismos públicos y las entidades de 
derecho público vinculados o dependientes y las Universidades públicas, deberán 
corresponder a alguno de los siguientes tipos: 

a) Convenios interadministrativos firmados entre dos o más 
Administraciones Públicas, o bien entre dos o más organismos públicos o 
entidades de derecho público vinculados o dependientes de distintas 
Administraciones públicas, y que podrán incluir la utilización de medios, 
servicios y recursos de otra Administración Pública, organismo público o 
entidad de derecho público vinculado o dependiente, para el ejercicio de 
competencias propias o delegadas. 

Quedan excluidos los convenios interadministrativos suscritos entre dos o más 
Comunidades Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de 
las mismas, que se regirán en cuanto a sus supuestos, requisitos y términos 
por lo previsto en sus respectivos Estatutos de autonomía. 

b) Convenios intradministrativos firmados entre organismos públicos y 
entidades de derecho público vinculados o dependientes de una misma 
Administración Pública. 

c) Convenios firmados entre una Administración Pública u organismo o 
entidad de derecho público y un sujeto de Derecho privado. 

d) Convenios no constitutivos ni de Tratado internacional, ni de Acuerdo 
internacional administrativo, ni de Acuerdo internacional no normativo, 
firmados entre las Administraciones Públicas y los órganos, organismos 
públicos o entes de un sujeto de Derecho internacional, que estarán sometidos 
al ordenamiento jurídico interno que determinen las partes. 

Por consiguiente, el convenio aquí analizado se corresponderá con un convenio 
entre una Administración Pública y un ente privado. 

 

VIII. Por su parte, el artículo 48 de la Ley 40/2015 dispone, entre otros, los 
siguientes requisitos de validez y eficacia de los convenios: 

a) Las Administraciones Públicas, sus organismos públicos y entidades de 
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derecho público vinculados o dependientes y las Universidades públicas, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, podrán suscribir convenios con 
sujetos de derecho público y privado, sin que ello pueda suponer cesión de la 
titularidad de la competencia. 

b) La suscripción de convenios deberá mejorar la eficiencia de la gestión 
pública, facilitar la utilización conjunta de medios y servicios públicos, contribuir 
a la realización de actividades de utilidad pública y cumplir con la legislación 
de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

c) La gestión, justificación y resto de actuaciones relacionadas con los 
gastos derivados de los convenios que incluyan compromisos financieros para 
la Administración Pública o cualquiera de sus organismos públicos o entidades 
de derecho público vinculados o dependientes que lo suscriban, así como con 
los fondos comprometidos en virtud de dichos convenios, se ajustarán a lo 
dispuesto en la legislación presupuestaria. 

d) Los convenios que incluyan compromisos financieros deberán ser 
financieramente sostenibles, debiendo quienes los suscriban tener capacidad 
para financiar los asumidos durante la vigencia del convenio. 

e) Las aportaciones financieras que se comprometan a realizar los firmantes 
no podrán ser superiores a los gastos derivados de la ejecución del convenio. 

f) Cuando el convenio instrumente una subvención deberá cumplir con lo 
previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y 
en la normativa autonómica de desarrollo que, en su caso, resulte aplicable. 

Asimismo, cuando el convenio tenga por objeto la delegación de competencias 
en una Entidad Local, deberá cumplir con lo dispuesto en Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

g) Los convenios se perfeccionan por la prestación del consentimiento de 
las partes. 

 

IX. Según el artículo 49 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, los convenios deberán 
incluir, al menos, las siguientes materias: 

a) Sujetos que suscriben el convenio y la capacidad jurídica con que actúa 
cada una de las partes. 

b) La competencia en la que se fundamenta la actuación de la 
Administración Pública, de los organismos públicos y las entidades de derecho 
público vinculados o dependientes de ella o de las Universidades públicas. 

c) Objeto del convenio y actuaciones a realizar por cada sujeto para su 
cumplimiento, indicando, en su caso, la titularidad de los resultados obtenidos. 

d) Obligaciones y compromisos económicos asumidos por cada una de las 
partes, si los hubiera, indicando su distribución temporal por anualidades y su 
imputación concreta al presupuesto correspondiente de acuerdo con lo 
previsto en la legislación presupuestaria. 

e) Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones 
y compromisos asumidos por cada una de las partes y, en su caso, los C
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criterios para determinar la posible indemnización por el incumplimiento. 

f) Mecanismos de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del 
convenio y de los compromisos adquiridos por los firmantes. Este mecanismo 
resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que puedan 
plantearse respecto de los convenios. 

g) El régimen de modificación del convenio. A falta de regulación expresa la 
modificación del contenido del convenio requerirá acuerdo unánime de los 
firmantes. 

h) Plazo de vigencia del convenio teniendo en cuenta las siguientes reglas: 

1º. Los convenios deberán tener una duración determinada, que no 
podrá ser superior a cuatro años, salvo que normativamente se prevea 
un plazo superior. 

2º. En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto en 
el apartado anterior, los firmantes del convenio podrán acordar 
unánimemente su prórroga por un periodo de hasta cuatro años 
adicionales o su extinción. 

El actual convenio cumple con el contenido mínimo expuesto. 

 

X. En cuanto a los trámites preceptivos para la suscripción de convenios y sus 
efectos, el artículo 50 de la Ley 40/2015 determina que, sin perjuicio de las 
especialidades que la legislación autonómica pueda prever, será necesario que el 
convenio se acompañe de una memoria justificativa donde se analice su necesidad 
y oportunidad, su impacto económico, el carácter no contractual de la actividad en 
cuestión, así como el cumplimiento de lo previsto en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre. 

En este mismo sentido, el artículo 6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público indica que quedan excluidos del ámbito de la presente 
Ley los convenios, cuyo contenido no esté comprendido en el de los contratos 
regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales celebrados entre sí 
por la Administración General del Estado, las Entidades Gestoras y los Servicios 
Comunes de la Seguridad Social, las Universidades Públicas, las Comunidades 
Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, las Entidades locales, las 
entidades con personalidad jurídico pública de ellas dependientes y las entidades 
con personalidad jurídico privada, siempre que, en este último caso, tengan la 
condición de poder adjudicador. 

Añade ese precepto que la mencionada exclusión queda condicionada al 
cumplimiento de las siguientes condiciones: 

a) Las entidades intervinientes no han de tener vocación de mercado, la 
cual se presumirá cuando realicen en el mercado abierto un porcentaje igual o 
superior al 20 por ciento de las actividades objeto de colaboración. Para el 
cálculo de dicho porcentaje se tomará en consideración el promedio del 
volumen de negocios total u otro indicador alternativo de actividad apropiado, 
como los gastos soportados considerados en relación con la prestación que 
constituya el objeto del convenio en los tres ejercicios anteriores a la 
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adjudicación del contrato. Cuando, debido a la fecha de creación o de inicio de 
actividad o a la reorganización de las actividades, el volumen de negocios u 
otro indicador alternativo de actividad apropiado, como los gastos, no 
estuvieran disponibles respecto de los tres ejercicios anteriores o hubieran 
perdido su vigencia, será suficiente con demostrar que el cálculo del nivel de 
actividad se corresponde con la realidad, en especial, mediante proyecciones 
de negocio. 

b) Que el convenio establezca o desarrolle una cooperación entre las 
entidades participantes con la finalidad de garantizar que los servicios públicos 
que les incumben se prestan de modo que se logren los objetivos que tienen 
en común. 

c) Que el desarrollo de la cooperación se guíe únicamente por 
consideraciones relacionadas con el interés público. 

Estarán también excluidos del ámbito de la Ley 9/2017 los convenios que celebren 
las entidades del sector público con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho 
privado, siempre que su contenido no esté comprendido en el de los contratos 
regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales.  

En el presente supuesto, la memoria justificativa no cumple con los parámetros 
fijados por el citado artículo 50.1, analiza el carácter no contractual de la actividad 
en cuestión y el cumplimiento de lo previsto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
Igualmente, por nuestra parte consideramos que el presente convenio se 
corresponde con un convenio excluido de la aplicación de la normativa de contratos 
del sector público, pues su contenido no está incluido en el de los contratos 
regulados en esa normativa ni en normas administrativas especiales y que cumple 
con las previsiones de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.  

 

XI. De acuerdo con el artículo 51 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, los convenios se extinguen por el cumplimiento de las 
actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir en causa de resolución. 

Son causas de resolución: 

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo. 

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes. 

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes. 

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las 
obligaciones o compromisos que se consideran incumplidos. Este 
requerimiento será comunicado al responsable del mecanismo de seguimiento, 
vigilancia y control de la ejecución del convenio y a las demás partes 
firmantes. 

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. La C

ód
. V

al
id

ac
ió

n:
 9

JP
7F

R
R

EA
X9

M
Q

M
R

JN
2A

K2
A2

R
7 

Ve
rif

ic
ac

ió
n:

 h
ttp

s:
//d

ip
ut

ac
io

nd
ez

am
or

a.
se

de
le

ct
ro

ni
ca

.e
s/

 
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

el
ec

tró
ni

ca
m

en
te

 d
es

de
 la

 p
la

ta
fo

rm
a 

es
Pu

bl
ic

o 
G

es
tio

na
 | 

Pá
gi

na
 1

5 
de

 2
3 



 16 

resolución del convenio por esta causa podrá conllevar la indemnización de los 
perjuicios causados si así se hubiera previsto. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio. 

e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en el convenio 
o en otras leyes. 

Hágase notar que el convenio no incluye todas las causas de resolución prevista en 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ahora bien, ello no impediría que dichas causas 
pudieran ser aplicadas, ya que el mencionado artículo 51 posee calidad de básico 
(disposición final decimocuarta de la Ley 40/2015). 

 

XII. Apunta el artículo 52 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público que el 
cumplimiento y la resolución de los convenios dará lugar a la liquidación de los 
mismos con el objeto de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de 
las partes. 

Añade ese mismo artículo que, en el supuesto de convenios de los que deriven 
compromisos financieros, se entenderán cumplidos cuando su objeto se haya 
realizado en los términos y a satisfacción de ambas partes, de acuerdo con sus 
respectivas competencias, teniendo en cuenta las siguientes reglas: 

a) Si de la liquidación resultara que el importe de las actuaciones 
ejecutadas por alguna de las partes fuera inferior a los fondos que la misma 
hubiera recibido del resto de partes del convenio para financiar dicha 
ejecución, aquella deberá reintegrar a estas el exceso que corresponda a cada 
una, en el plazo máximo de un mes desde que se hubiera aprobado la 
liquidación. 

Transcurrido el plazo máximo de un mes, mencionado en el párrafo anterior, 
sin que se haya producido el reintegro, se deberá abonar a dichas partes, 
también en el plazo de un mes a contar desde ese momento, el interés de 
demora aplicable al citado reintegro, que será en todo caso el que resulte de 
las disposiciones de carácter general reguladoras del gasto público y de la 
actividad económico-financiera del sector público. 

b) Si fuera superior, el resto de partes del convenio, en el plazo de un mes 
desde la aprobación de la liquidación, deberá abonar a la parte de que se trate 
la diferencia que corresponda a cada una de ellas, con el límite máximo de las 
cantidades que cada una de ellas se hubiera comprometido a aportar en virtud 
del convenio. En ningún caso las partes del convenio tendrán derecho a exigir 
al resto cuantía alguna que supere los citados límites máximos. 

Y finaliza ese precepto especificando que, no obstante lo anterior, si cuando 
concurra cualquiera de las causas de resolución del convenio existen actuaciones 
en curso de ejecución, las partes, a propuesta de la comisión de seguimiento, 
vigilancia y control del convenio o, en su defecto, del responsable del mecanismo a 
que hace referencia la letra f) del artículo 49 de la Ley 40/2015, podrán acordar la 
continuación y finalización de las actuaciones en curso que consideren oportunas, 
estableciendo un plazo improrrogable para su finalización, transcurrido el cual 
deberá realizarse la liquidación de las mismas en los términos establecidos en el 
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apartado 2 del artículo 52. 

 

XIII. Al amparo del artículo 53 de la Ley 40/2015, dentro de los tres meses 
siguientes a la suscripción de cualquier convenio cuyos compromisos económicos 
asumidos superen los 600.000 euros, estos deberán remitirse electrónicamente al 
Tribunal de Cuentas u órgano externo de fiscalización de la Comunidad Autónoma, 
según corresponda. 

Igualmente se comunicarán al Tribunal de Cuentas u órgano externo de 
fiscalización de la Comunidad Autónoma, según corresponda, las modificaciones, 
prórrogas o variaciones de plazos, alteración de los importes de los compromisos 
económicos asumidos y la extinción de los convenios indicados. 

Lo dispuesto en los párrafos anteriores se entenderá sin perjuicio de las facultades 
del Tribunal de Cuentas o, en su caso, de los correspondientes órganos de 
fiscalización externos de las Comunidades Autónomas, para reclamar cuantos 
datos, documentos y antecedentes estime pertinentes con relación a los contratos 
de cualquier naturaleza y cuantía. 

 

XIV. Atendiendo a los artículos 213 y siguientes del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales y demás disposiciones concordantes, el 
presente procedimiento debe someterse a fiscalización por parte de la Intervención 
provincial, ya que tiene repercusión económica. 

 

XV. En el ámbito local, el artículo 10.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
remite la competencia en materia de subvenciones a la legislación de régimen local, 
De este modo, el órgano competente para resolver sobre la concesión, gestión y 
reintegro de esta subvención será el presidente, de acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos 34.1.f) y 29.3.j) pertenecientes, respectivamente, a la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local y al Reglamento Orgánico de la 
Diputación Provincial de Zamora. Según lo dispuesto en el primero de los artículos 
citados, le compete al presidente el desarrollo de la gestión económica de acuerdo 
con el Presupuesto aprobado, así como de una disposición de gastos dentro de los 
límites de su competencia, mientras que, atendiendo al segundo de los preceptos, 
es facultad de la Presidencia el otorgamiento directo de las subvenciones que 
tengan consignación presupuestaria. 

No obstante, esta competencia está delegada en la Junta de Gobierno en virtud del 
Decreto nº 2023-4230, de 28 de junio de 2023.  

 

XVI. Finalmente, no está de más recordar que, al amparo de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
se impone, con carácter general, un funcionamiento electrónico del sector público y, 
especialmente, se obliga a las personas jurídicas a relacionarse a través de medios 
electrónicos con las Administraciones Públicas. Esto conlleva, entre otros aspectos, 
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que la firma de los convenios entre sujetos obligados a relacionarse 
electrónicamente (como el aquí analizado) tiene que consumarse, forzosamente, de 
forma electrónica. 

Por otra parte, hay que tener en cuenta que, en la formalización del convenio, es 
preceptiva la actuación del secretario de la Corporación en calidad de fedatario 
[artículo 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de 
carácter nacional]. 

Por todo lo expuesto, se adopta el siguiente 

ACUERDO 

Primero. Aprobar el Convenio de Colaboración entre la Diputación Provincial de 
Zamora y el Obispado de Zamora para la Reparación, Restauración y 
Mantenimiento de Bienes Inmuebles, instruido bajo el expediente 3655/2024, y cuyo 
texto es el siguiente: 

“CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA EXCMA. DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE ZAMORA 
Y EL OBISPADO DE ZAMORA PARA LA CONSERVACIÓN Y REPARACIÓN DE IGLESIAS DE 
LA PROVINCIA DE ZAMORA (DIÓCESIS DE ZAMORA) DE 2024-2025. 

 
 

REUNIDOS 
 

De una parte el Ilmo. Sr. Javier Faúndez Domínguez, Presidente de la Excma. Diputación Provincial 
de Zamora, 

Y de otra, el Rvdmo. Sr. D. José Manuel Chillón Lorenzo, con DNI nº ***7344**, Ecónomo Diocesano 
del Obispado de Zamora, con CIF R4900004E, facultado para este acto mediante poder notarial 
otorgado por la Diócesis. 

Las partes, cuyos datos personales no se consigna por razón del cargo que ostentan, declaran tener 
la capacidad legal necesaria para convenir y obligarse y a tal efecto, por medio del presente 
documento 

EXPONEN: 

I.- Que las citadas Instituciones son conscientes de la necesidad de conservar edificios del 
patrimonio histórico de la provincia de Zamora, correspondientes a la Diócesis de Zamora que, sin 
estar calificados oficialmente como monumentos y, por lo tanto, sin gozar de la protección y 
beneficios que a tal condición reconoce la legislación vigente, constituyen, no obstante, una 
importante parcela del patrimonio arquitectónico provincial merecedora de ser mantenida en buen 
estado de conservación. 

II.- Que esta subvención forma parte del Plan Estratégico de Subvenciones de la Diputación 
Provincial de Zamora 2024, aprobado por el Pleno de la institución, en sesión celebrada el día 2 de 
febrero de 2024, conforme al artículo 8.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Zamora número 174 de 9 de 
febrero de 2024. 
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III.- Que el Obispado de Zamora actúa en virtud de la titularidad que ostenta sobre los edificios objeto 
del Convenio y con base en los compromisos y demás obligaciones que, en orden a la conservación 
de dichos bienes, tiene atribuidas por la normativa vigente. 

IV.- Que la Excma. Diputación Provincial, conforme a lo establecido en el artículo 36.1.d).  de la Ley 
7/1.985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en su redacción dada por la Ley 
27/2013, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, ejerce competencias en esta 
materia, teniendo interés en la conservación de edificios del patrimonio histórico de la provincia que 
no estando declarados bienes de interés cultural, forman parte del patrimonio arquitectónico 
provincial. 

V.-  Que en función de todo ello y al amparo de lo establecido en los Artículos 5 de la Ley 7/85, 111 
del Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia de Régimen Local, aprobado por R.D. 
Legislativo 781/86, 22.2. y 28.1 de la Ley 38/2003 y Artículos 47 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, se suscribe el presente convenio de 
colaboración conforme a las siguientes, 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.-  

Es objeto del presente Convenio establecer el marco regulador de la subvención nominativa, 
establecida en la Disposición Adicional Primera de las Bases de ejecución del Presupuesto General 
para el ejercicio 2.024 de esta Excma. Diputación Provincial de Zamora al Obispado de Zamora, con 
CIF R4900004E, para financiar durante las anualidades 2024 y 2025 la conservación de las Iglesias 
de la Provincia de Zamora, correspondientes a la Diócesis de Zamora y con las siguientes 
aportaciones por obra y totales: 

LOCALIDAD 

APORTACION 
DIPUTACION  
DE ZAMORA 

66,66 % 

APORTACION 
OBISPADO 

DE ZAMORA 
33,33 % 

IMPORTE 
CONVENIO 

2023-2024 

VILLAR DEL BUEY 68.083,07 € 68.083,07 € 136.166,14 € 

VILLALPANDO 81.916,93 € 81.916,93 € 163.833,86 € 

TOTALES 150.000,00 € 150.000,00 € 300.000,00 € 

 

SEGUNDA.-  

Para la consecución de los fines previstos en la cláusula anterior las Entidades que suscriben este 
Convenio se comprometen a aportar las siguientes cantidades: 

-. La Diputación Provincial de Zamora: 150.000,00 € (CIENTO CINCUENTA MIL EUROS) con 
cargo a la partida presupuestaria 51.336.0.780.00 del presupuesto de esta entidad con la siguiente 
distribución por anualidades: 

- Año 2024:   90.000,00 €. (NOVIENTA MIL EUROS). 

- Año 2025:   60.000,00 €. (SESENTA MIL EUROS). 

-. El Obispado de Zamora: 150.000,00 € (CIENTO CINCUENTA MIL EUROS). 
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TERCERA.- 

Las actuaciones de conservación y reparación han sido seleccionadas atendiendo principalmente a 
la gravedad, urgencia y necesidad de la actuación. 

Éstas han de ejecutarse durante los ejercicios 2024 y 2025, hasta el 15 de noviembre de 2025. 

CUARTA.-  

 El Obispado será el encargado de llevar a cabo la contratación y ejecución de las obras aprobadas, 
así como de la dirección, control y certificación de los trabajos realizados, de conformidad a los 
proyectos presentados y aprobados igualmente, será el encargado de obtener los permisos y 
licencias pertinentes para su ejecución. 

QUINTA.-  

La Diputación Provincial de Zamora abonará las subvenciones al Obispado de Zamora previa 
justificación por éste de la realización de las obras aprobadas, debiendo presentarse conforme los 
modelos Anexo III y IV (modelos que constan en Sede Electrónica) y comprender la siguiente 
documentación: 

- Licencia de obra y Dirección técnica. 

- Certificaciones de las obras ejecutadas y recibidas, expedidas por la dirección 
facultativa en las que se haga constar las aportaciones de las entidades, acompañada 
de las correspondientes facturas e informes de valoración de las obras. 

- Certificado expedido por la Gerencia Económica diocesana de su aprobación y abono. 

- Acta de recepción de la obra. 

- Documentación gráfica del inmueble restaurado. 

- Debiendo acompañar el correspondiente adeudo bancario. En todo caso, y en 
cumplimiento de lo establecido en el artículo 7 de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de 
modificación de la normativa tributaria y presupuestaria de adecuación de la normativa 
financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el 
fraude, el pago en efectivo no podrá ser igual o superior a 1.000 €, por lo que los pagos 
iguales o superiores deberán justificarse mediante la aportación del correspondiente 
adeudo bancario. Para el cálculo del importe anterior, y tal como dispone el mencionado 
artículo, se sumarán los importes de todas las operaciones o pagos en que se haya 
podido fraccionar la facturación de la obra. 

- Certificaciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y de la Tesorería 
General de la Seguridad Social acreditativas de hallarse al corriente en sus obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social. 

-  Declaración responsable de haberse realizado la actividad e índice   de gastos 
soportados por la actividad objeto de subvención, según el modelo en Anexo IV. 

En el empleo de los fondos percibidos se ajustará a lo establecido en la normativa aplicable, y, 
especialmente, en su actividad contractual, así como en la de fomento, a los principios de publicidad, 
concurrencia, igualdad y publicidad, salvo que resulten incompatibles con la naturaleza de la 
operación a realizar. 

Cuando el importe del gasto subvencionable supere la cuantía de 15.000 euros en el supuesto de 
suministro de bienes o prestación de servicios por empresas de consultoría o asistencia técnica, o 
40.000 euros cuando se trate de contrato de obras, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres C
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ofertas. La elección entre las ofertas presentadas deberá aportarse en la justificación, realizada 
conforme a los criterios de eficiencia y economía, debiendo justificarse en la memoria la elección 
cuando ésta no recaiga en la propuesta económica más ventajosa. 

La justificación de la correcta aplicación de la subvención no podrá exceder de tres meses desde la 
finalización de la actividad subvencionada, y en todo caso antes del día 15 de DICIEMBRE de 2025. 
Este plazo podrá ser ampliado a solicitud del Obispado, siempre que no exceda de la mitad del 
mismo y se presente antes de un mes de la finalización de su vencimiento 

Transcurridos seis meses desde la finalización del plazo de justificación sin que esta se haya 
presentado, se tramitará el correspondiente expediente de reintegro o pérdida del derecho al cobro 
de la subvención, de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 22 y siguientes de la 
Ordenanza General de Subvenciones de la Diputación Provincial de Zamora. 

SEXTA.- 

 Las Entidades firmantes de este Convenio se comprometen a facilitarse mutuamente cuantos 
antecedentes, informaciones y documentación tengan en su poder y sean necesarias para su 
correcta ejecución. 

SÉPTIMA.- 

El Obispado de Zamora quedará sujeto a las obligaciones que para los beneficiarios establece la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, así como en la Ordenanza General de Concesión de subvenciones de 
la Excma. Diputación; y, consecuentemente, deberá justificar el cumplimiento del objeto, condiciones 
y finalidad de la subvención. 

El Obispado deberá hacer constar la colaboración de esta Diputación Provincial en todas las obras 
realizadas durante el presente ejercicio. Debe incluir la imagen institucional de esta Diputación 
Provincial, así como leyendas relativas a esta financiación pública, en carteles, placas 
conmemorativas, materiales impresos, y medios audiovisuales, o bien en menciones realizadas en 
medios de comunicación. Cuando el programa o actuación disfrutara de otras fuentes de 
financiación, los medios de difusión de la subvención concedida por la Diputación Provincial de 
Zamora deberán ser análogos a los empleados respecto a las otras fuentes de financiación. Si se 
incumple esta obligación, y sin perjuicio de las responsabilidades de reintegro de la subvención que 
pudieran corresponder se aplicará lo establecido en el artículo 31.3 del R.D. 887/2006, de 21 de julio, 
por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, General de Subvenciones requiriendo al 
beneficiario para que, en el plazo de 10 días, adopte las medidas de difusión si aún resultara posible. 
Si no resultara posible su cumplimiento, por haberse realizado ya las obras subvencionadas, podrá 
establecerse medidas alternativas siempre que estas pudieran dar la difusión de la financiación 
pública recibida con el mismo alcance. 

En caso de incumplimiento del objetivo, condiciones, o finalidad de la subvención, así como en los 
restantes supuestos recogidos en el artículo 37 de la  Ley 38/2003, General de Subvenciones, esta 
Diputación exigirá a la entidad beneficiaria el reintegro de las cantidades correspondientes, de 
acuerdo con el procedimiento especificado en la Base cuadragésimo cuarta  de las de  ejecución del 
Presupuesto de la Diputación para el presente ejercicio, y  artículos 22 y siguientes de la Ordenanza 
General de Subvenciones de esta Diputación Provincial, así como en los   artículos 41 y 42 de la Ley 
38/2003. 

 OCTAVA.- 

El presente convenio entrará en vigor el día de su firma y tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de 
2025, pudiendo ser modificado o prorrogado por mutuo acuerdo, mediante la suscripción de adendas 
o anexos a este convenio. 

NOVENA.-  
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El presente convenio podrá resolverse por mutuo acuerdo de las partes firmantes. 

Será igualmente causa resolutoria del convenio cualquiera que suponga o conlleve el incumplimiento 
de las cláusulas establecidas en el mismo. 

DÉCIMA.-  

En el supuesto de extinción del Convenio por causa diferente a la expiración del plazo de vigencia, 
se procederá a la liquidación económica y administrativa de las obligaciones contraídas hasta ese 
momento, cuantificando el volumen de obra y los trabajos realizados a los precios aprobados 
contractualmente. 

El reparto de las aportaciones y asunción de las correspondientes obligaciones consecuencia de 
dicha liquidación, se efectuará proporcionalmente a la participación de las partes, conforme a las 
cuantías que se establecen en la estipulación segunda. 

UNDÉCIMA.- 

Las partes firmantes se comprometen a solventar de mutuo acuerdo cuantas diferencias resulten de 
la interpretación y cumplimiento de este convenio, sin perjuicio de la competencia del orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo para el conocimiento de cuantas cuestiones y litigios 
pudieran surgir. 

En prueba de conformidad, ambas partes firman el presente convenio”. 

Segundo. Aprobar el gasto por importe de CIENTO CINCUENTA MIL EUROS 
(150.000,00.-€), con cargo a la partida presupuestaria 51.336.0.780.00 del 
presupuesto del ejercicio corriente de la Diputación Provincial, según documentos 
contables RC, con números de operación 220240005535 y 220249000022, ambos 
de fecha 8 de abril de 2024, con la siguiente distribución por anualidades: 

- Año 2024:   90.000,00 €. (NOVIENTA MIL EUROS). 

- Año 2025:   60.000,00 €. (SESENTA MIL EUROS). 

Tercero. Notifíquese a los interesados de acuerdo con lo previsto en el artículo 40 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.  

Cuarto. Publíquese el Convenio en el Portal de Transparencia de la Sede 
Electrónica de la Diputación Provincial de Zamora. 
 
Contra el presente acuerdo, que pone fin a la vía administrativa, podrán interponerse 
los siguientes recursos: 
 
- Potestativamente, recurso de reposición ante el mismo órgano provincial que dictó 
el acto impugnado, en el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente a la 
recepción de la presente notificación, en la forma y con los requisitos previstos en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de Ley de 
las Administraciones Públicas. 
 
- Directamente (sin necesidad de interponer previamente el recurso de reposición), 
recurso contencioso administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de Zamora, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la recepción 
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de la presente notificación, en la forma y con los requisitos exigidos por la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 
- Si se hubiera interpuesto recurso de reposición y no se ha recibido resolución 
expresa de dicho recurso en el plazo de un mes, computado desde el día siguiente 
al de su interposición, éste se tendrá por desestimado, pudiendo interponerse 
recurso-contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de Zamora, en la forma y con los requisitos exigidos por la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de seis 
meses, a contar desde el día siguiente a aquél en que la Diputación tendría que 
haber resuelto el recurso de reposición. 
 
- Cualquier otro que se estime procedente. 

 

 

DOCUMENTO FIRMADO ELECTRONICAMENTE 
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